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	Referencia:
	Presentación del proyecto de ley “Por el cual se adiciona a la ley 789 de 2002 en lo referente al subsidio familiar en dinero para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares”.  


En ejercicio de las facultades consagradas en el artículo 154 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con el artículo 140 de la ley 5ª de 1992 y de conformidad con las modificaciones introducidas en el artículo 13 de la ley 974 de 2005, en mi calidad de Senador de la República, me permito radicar ante la Secretaría General del honorable Senado de la República el proyecto de ley de la referencia. 

Cordialmente,

EDGAR ESPÍNDOLA NIÑO

Senador de la República 
PROYECTO DE LEY N°. _____ DE 2012 – SENADO

“Por el cual se adiciona a la ley 789 de 2002 en lo referente al subsidio familiar en dinero para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares”.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

ARTÍCULO 1º.- Adiciónese el siguiente inciso al artículo 3° de la ley 789 de 2.002:  

Los beneficios establecidos en el presente artículo, en cuanto al subsidio familiar en dinero, se hace extensivo a los soldados profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares. 

ARTÍCULO 2º.-  La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
ÉDGAR ESPÍNDOLA NIÑO

Senador de la República.

PROYECTO DE LEY N°. _____ DE 2012 – SENADO

“Por el cual se adiciona a la ley 789 de 2002 en lo referente al subsidio familiar en dinero para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:
Toda actividad humana que sea para prestar un servicio personal subordinado, que tenga como contraprestación el pago de un salario o mesada, debe ser formalizada. Lo que quiere decir que además de la remuneración, el prestador del servicio, tiene la garantía de la Seguridad Social, prestaciones sociales, en otros, y demás beneficio derivados de la relación laboral.

El subsidio familiar de que trata este proyecto de ley, es un beneficio del que todas las personas subordinadas por una relación laboral deben disfrutar cuando sus ingresos sean menores a cuatro (4) salarios mínimos legales vigentes. El subsidio familiar es “una prestación social pagada en dinero, especie y servicio a los trabajadores de mediano y menores ingresos, en proporción al número de personas a cargo, y su objetivo fundamental consiste en el alivio de las cargas económicas que representa el sostenimiento de la familia, como núcleo básico de la sociedad” (Ley 21 de 1982, Art. 1°).

En la Sentencia C-508 la Honorable Corte Constitucional ha señalado lo siguiente acerca de la naturaleza jurídica del subsidio familiar:

· Que es “una prestación propia del régimen de seguridad social”. 

· Que es “un mecanismo de redistribución del ingreso”. 

· Que constituye “una prestación social legal, de carácter laboral”. Por eso para el empleador es una obligación social que la ley le impone y se deriva del vínculo laboral. 

· Que “desde el punto de vista de la prestación misma, es una función pública, servida por el Estado a través de organismos intermediarios manejados por empresarios y trabajadores”.

De manera que no reconocerle este beneficio a los soldados profesionales y a los infantes de marina, además de ser una discriminación, sería una violación al derecho fundamental a la "igualdad", plasmado en el artículo 13 de la Norma Superior.

Otro derecho fundamental que se estaría violando, sería el "libre desarrollo de la personalidad", que incluye además el derecho a conformar y tener una familia, cuya carga se alivia con el reconocimiento y pago del mencionado subsidio familiar en dinero, por los hijos y demás personas a cargo, si se tiene en cuenta que los hijos de los soldados profesionales, por su infancia o adolescencia deben ser atendidos en su  manutención, educación, recreación, etc. 

Este no es el único argumento que da asidero al proyecto propuesto, sino el riesgo  que enfrentan estos héroes de la patria, para garantizar, aún a costa de su propia vida, la democracia y la guarda de las instituciones, como la integridad del territorio y la soberanía.

El proyecto de ley que dejo a consideración del Honorable Congreso de la República busca adicionar un inciso al artículo 3° de la ley 789 de 2002, con el propósito de hacer extensivo a los soldados profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares los beneficios establecidos en la mencionada norma, en cuanto al subsidio familiar en dinero.
En la legislación colombiana surge el sistema del subsidio familiar a mediados del siglo pasado, pero fue la ley 21 de 1982 la que fijó el marco normativo actual, bajo el cual todo trabajador dependiente es beneficiario del subsidio familiar sin importar la naturaleza de su empleador. La Honorable Corte Constitucional se ha ocupado en diversas oportunidades de éste tema, por lo que me remito a la sentencia C-440 de 2.011 en lo que se refiere a los antecedentes del sistema de subsidio familiar en Colombia:
“Puede decirse que, sin perjuicio de algunos desarrollos previos, que tuvieron lugar a partir de 1945, el sistema de subsidio familiar se formaliza en la legislación colombiana a partir de 1957, con un régimen que la Corte calificó como “… un instituto prestacional selectivo y especial, del cual quedaba marginada la gran mayoría de la población laboral activa.” En sucesivas etapas, ese régimen fue ampliando, tanto su cobertura, como la naturaleza y extensión de sus servicios. Cabe observar, sin embargo, que en la Ley 100 de 1993, por medio de la cual se estableció en Colombia un sistema de seguridad social integral, no se hicieron mayores desarrollos en torno al subsidio familiar.

De este modo, el subsidio familiar opera en Colombia, como una prestación laboral, a cargo de los empleadores, mediante un sistema de recaudo y reparto a través de las cajas de compensación familiar. Se desenvuelve dentro del contrato de trabajo, como una prestación obligatoria, establecida en la ley con un componente de solidaridad orientado a brindar protección especial a los trabajadores de más bajos ingresos, en función de las personas que tengan a cargo. 

Así, ha dicho la Corte, el subsidio familiar en Colombia ha buscado beneficiar a los sectores más pobres de la población, estableciendo un sistema de compensación entre los salarios bajos y los altos, dentro de un criterio que mira a la satisfacción de las necesidades básicas del grupo familiar. 

Inicialmente, el subsidio estuvo centrado en el componente monetario que se reconoce al trabajador, en razón de su carga familiar y de unos niveles de ingreso precarios, que le impiden atender en forma satisfactoria las necesidades más apremiantes en alimentación, vestuario, educación y alojamiento. En esa dimensión, ha dicho la Corte, el sistema de subsidio familiar es un mecanismo de redistribución del ingreso.

Más adelante, se autorizó a las cajas de compensación el desarrollo de obras de beneficio social, lo cual les permitió diversificar su actividad, de manera que, además de la tarea de reparto del subsidio en dinero, incursionarán también en el reconocimiento de un subsidio en servicios, a través de programas de salud, educación, mercadeo y recreación. Así, en sus componentes centrales, el sistema de subsidio familiar, tal como fue definido en la Ley 21 de 1982, comprende los siguientes aspectos:
En primer lugar, el subsidio familiar es “una prestación social pagadera en dinero, en especie y en servicios a los trabajadores de medianos y menores ingresos, en proporción al número de personas a cargo y su objetivo fundamental consiste en el alivio de las cargas económicas que representa el sostenimiento de la familia, como núcleo básico de la sociedad”.

De esa definición se desprenden tres modalidades de subsidio que son desarrolladas en la ley: en dinero, en especie y en servicios. El subsidio en dinero es “la cuota monetaria que se paga por cada persona a cargo que dé derecho a la prestación”
; el subsidio en especie es “el reconocimiento de alimentos, vestidos, becas de estudio, textos escolares, drogas y demás frutos o géneros diferentes al dinero que determine la reglamentación (...)”
, y el subsidio en servicios es “aquél que se reconoce a través de la utilización de obras y programas sociales que organicen las Cajas de Compensación Familiar (...)”
.

En la medida en que se trata de una prestación que se origina en el contrato de trabajo, la ley dispone que todos los empleadores, tanto del sector privado como del público, tienen la obligación de efectuar aportes para el subsidio familiar en el porcentaje legalmente establecido sobre la nómina mensual de salarios. El acceso a los beneficios, sin embargo, es diferenciado, puesto que el sistema opera como mecanismo de solidaridad, tanto entre  trabajadores de distintos niveles salariales, como entre diferentes empleadores que tiene como beneficiarios directos a los trabajadores de más bajos ingresos.
Así, en la actualidad, de acuerdo con la ley, tienen derecho al subsidio familiar en dinero los trabajadores cuya remuneración mensual no sobrepase los cuatro salarios mínimos legales mensuales vigentes, y que sumados sus ingresos con los de su cónyuge o compañero(a) no sobrepasen seis salarios mínimos. Así mismo, la ley también estableció la lista de personas a cargo de los beneficiarios que dan derecho a subsidio familiar en dinero
, entre quienes se incluyen los hijos hasta los 18 años (incluidos los hijastros), los hermanos hasta 18 años, que sean huérfanos, convivan y dependan económicamente del trabajador y demuestren escolaridad y los padres mayores de 60 años, que dependan económicamente del trabajador. Dispone la ley que son beneficiarios del subsidio familiar en especie y en servicios los trabajadores cuya remuneración mensual, fija o variable, no sobrepase los 4 salarios mínimos legales mensuales, incluyendo el (la) cónyuge del trabajador.

Como se puede apreciar, en sus lineamientos centrales, el sistema de subsidio estaba estructurado como un régimen de protección para los trabajadores bajo dependencia laboral y con niveles de remuneración bajos.

Sobre ese esquema inicial, en diferentes etapas, se han introducido importantes reformas, entre ellas la derivada de la Ley 100 de 1993 que le asignó a las cajas de compensación un papel activo en la gestión del régimen subsidiado de salud, o la que amplió el papel de las cajas en la gestión del subsidio familiar de vivienda. La transformación más importante del sistema se produjo con la expedición de las leyes 633 de 2000 y 789 de 2002, que  ampliaron el marco de acción de las cajas, vinculándolas, más allá de la administración de una prestación social de carácter laboral,  al concepto global de la protección social, abriéndolo a la prestación de servicios para no afiliados y desempleados”.

Cabe resaltar que la misma Corte en la Sentencia C-834 de 2007 expresó que el concepto de “protección social” contenido en la ley 789 de 2002, es distinto del concepto de “seguridad social”, aclarando que el primero es un conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, especialmente de los más desprotegidos, para obtener como mínimo los derechos a la salud, la pensión y al trabajo, mientras que la seguridad social es un servicio público reconocido como un derecho irrenunciable de toda persona, que adquiere el carácter de fundamental por conexidad, cuando resulten afectados derechos tales como la salud, la vida digna y la integridad física y moral, entre otros
.
De otra parte, el decreto 1793 de 2.000 define al soldado profesional como “los varones entrenados y capacitados con la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden público y demás misiones que le sean asignadas” y el decreto 1794 de 2.000 establece en su artículo 11 que “A partir de la vigencia del presente Decreto, el soldado profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima de antigüedad”.

Sin embargo, con la expedición del decreto 3770 de 2.009 se derogó el artículo 11 del decreto 1794 de 2000 y estableció que “Los Soldados profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares que a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto estén percibiendo el subsidio familiar previsto en el derogado artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, continuarán devengándolo hasta su retiro del servicio”. En consecuencia, se limitó y elimino de éste derecho para los soldados profesionales e infantes de marina profesionales de las Fuerzas Militares incorporados a partir de la expedición del mencionado decreto.
Lo anterior exige del honorable Congreso de la República su atención para garantizarles el acceso a esta prestación social pagadera en dinero, no solo a unos soldados profesionales e infantes de marina profesionales de las Fuerzas Militares, sino a todos, los incorporados antes y después de la expedición del decreto 3770 de 2.009 y lo que se incorporen en adelante.
De esta forma, convencido que se obra en justicia, dentro de un Estado Social de Derecho, al convertir en ley de la República la presente iniciativa, someto a la juiciosa consideración de los Honorables Congresistas el presente proyecto de ley.
Cordialmente,

ÉDGAR ESPÍNDOLA NIÑO

Senador de la República.
�Ley 21 de 1982, art.1°.


�Ley 21 de 1982, art.5°.


�Ibid.


�Ibid.


�    Ley 789 de 2002, Artículo  3°, par. 1°.


� Sentencia C-834 de 2007. 
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